
11972 4 julio 1972 B. O. ílel K-Núm. 159

Del Centro Penitenciario de Cumplimiento de Teruel: Anto­
nio Rodríguez Checa.

Del Centro Penitenciario de Cumplimiento de Zamora: An~

tenio Sender Regales.
Del Centro Penitenciario de Detención de Zaragoza: Pedro

Ismael Solana Diez.
Del Centro Penitenciario de Cumplimiento de Herrera de la

Mancha: Pedro Rojo Araci!, Maximiliano Roldán de Loma.
Del Centro Penitenciario de Cumplimiento de Mirasierra­

Madrid: Rt\món Vilamitjana Martí, José Arturo Aguado Calvo,
José Luis Fernández Diez, José Luis Izquierdo Rubio.

Lo digo a V. 1. para su conocimiento y efectos consiguientes.
Dios guarde a V. l. muchos años.
Madrid, 5 de mayo de 1972.

ORIOL

Ilmo. Sr. Director general de Instituciones Penitenciarias.

ORDEN de 12 de mayo de 1972 por la que se con­
cede la libertad condídonal a 20 penados.

nmo. Sr.: Vistas las propuestas formuladas para la aplica­
Ción del beneficio de libertad condicional estableddo en los
artIculas 98 al 100 del Código Penal y Reglamento de los Servi­
cios de Prisiones aprobado por Decreto de 2 de febrero de 1956.
a propuesta del Patronato de ..Nuestra Señora de la Merced.. y
previo acuerdo del Consliio de Ministros en su reunión de esta
fecha. '

Su Excelencia el Jefe del Estado, que Dios guarde, ha tenido
a bien conceder la libertad condicional a los siguientes penados:

Del Centro Penitenciario de Cumplimiento de Hombres de
Alcalá de Henares: José Pablo Martínez Martinez.

Del Centro Penitenciario de Cumplimiento de Alicante: Fe­
lipe Boj Durá, Antonio Muñoz Zurita.

Del Centro Penitenciario de Cumplimiento de Burgos: José
Maria Huidobro Pérez.

Del Centro Penitenciario de Cumplimiento de Santoña: Je­
sús MarUn Fernández, José María Castañeda Marin, Juan Ra­
món Cortés Rodríguez. José Antonio Vázquez Iglesias.

Del Centro Penitenciario de Cumplim.iento de Lérida: Anto­
nio Mellado Rodríguez.

Del Centro Penitenciario de Cumplimiento de Palencia: He­
liodoro Elcoro Alday.

Del Centro Penitenciario de Detención de hombres de Valen­
cia: Eduardo de Fez López.

Del Centro Penitenciario de Cumplimiento de Santa Cruz de
Tenerife: Lagadaf ,Uld Buyama Uld Mohamed.

Del Centro Penitenciario de Cumplimiento de Teruel: Juan
Arnedo García, Rafael Julián de la Vega García.

Del Instituto Penitenciario para Jóvenes de Liria: Fernando
José Uopis Borrás.

Del Centro Penitenciario de Cumplimíento de Herrera de la
Mancha: Miguel Silvestre Escorza. Juan Manuel Verdier Mar­
tín. Antonio Lorenzo González.

Del Centro Penitenciario de Cumplimiento de Mirasierra·
Madrid: José Luis Conde Vázqucz,. Luis Maria Ezquerecocha
del Solar.

Lo digo a V. 1. para su conocimiento y efectos consiguientes.
Dios guarde a V. 1. muchos años.
Madrid, 12 de mayo de 1972.

ORIOL

Ilmo. Sr. Dírector general de Instituciones Penitenciarias.

ORDEN de 8 de junio de 1972 por la que se manda
expedir Carta de Sucesión en el título de Conde
de la Vega del Hen a favor de don Joaquin de
Santiago-Concha y Osma.

Excmo. Sr.: Con arreglo a lo prevenido en el Real Decreto
de 27 de mayo de 1912, este Ministerio, en nombre de S. E. el
Jefe del Estado. ha tenido a bien disponer que previo pago
del impuesto especial correspondiente y demás derechos esta­
blecidos se expida Carta de Sucesión en el título de Conde
de la Vega del Ren a favor de don Joaquín de Santiago-Concha
y Osma, por fallecimiento de su padre, don Manuel de San~
tiago-Concha y Loresecha.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E.
Madrid. 8 de junio de 1972.

ORIOL

Excmo. Sr. Ministro de Hacienda.

ORDEN de 8 de ;unio de 1972 por la que se manda
expedir Carta de Sucesión en el titulo de Conde
de la Encina a favor de don Fernando Burgos
Rodríguez.

Excmo. Sr.: Con arreglo a 10 prevenido en el Real Decreto
de 27 de mayo de 1912, este Ministerio, en nombre de S. E. el
Jefe del Estado; ha tenido a bien disponer que previo pago
del impue&to especial correspondiente y demás derechos esta­
blecidos se expida Carta de Sucesión en el título de Conde
de la Encina a favor de don Fernando Burgos Rodríguez, por
fallecimiento de su padre, don FeTnando Burgos Colmenero.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E.
Madrid. 8 de junio de 1972.

ORIOL

Exclne. Sr. Ministro de Hacienda.

ORDEN de 8 de junio de 1972 por la que se manda
expedir Carta de Sucesión en el titulo de Marqués
de Pickman a favor de don Carlos Píckman Vas­
concello8 Marques.

Excmo. Sr.: Con arreglo a lo prevenido en el RelJ.I Decreto
de 27 de mayo de 1912. este Ministerio, en nombre de S. E. el
Jefe del Estado, ha tenido a bien disponer que previo pago
del impuesto elipecial corre::'pondien~ y demás derechos esta­
blecidos se expida Carta de Sucesión en el titulo de Marqués
de Pickman a favor· de don Carlos Pickman VasconceUos Mar­
ques, por fallecimiento de su abuelo, don Carlos Pickman Pérez.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E.
Madrid, 8 de junio de 1972.

ORIOL

Excmo. Sr. Ivfinistro de Hacienda.

RBSOLUCION de la Dirección General de los Re­
gistros y del Notariado en el recurso gubernativo
ínterpuesto por el Notaría de Barcelona don Angel
Martínez Sarrí6n contra. calificación del Regístrador
de la Propíedad de Tarrasa en una escritura de re­
conocimiento de d(3uda y constitución de hipoteca,

Excmo. Sr.: En el recurso gubernativo int~rpuesto por el No­
tario de Barcelona don Angel Martinez Sarrión contra la nega­
tiva del Registrador de la Propiedad de Tarrasa a inscribir una
escritura de reconocimiento de deuda y constitución de hipoteca,
pendiente .en este Centro en virtud de apelación del funcionario
calificador;

Resultando que mediante escritura otorgada en Barcelona
ante el Notario recurrente el 24 de enero de 1969, doña Ana Her­
mann Neuhaus reconoció adeudar a don Jean Tremoulet -de
nacionalidad francesa, con tarjeta de residencia en Barcelona,
de fecha 25 de octubre de 1968- la cantidad de un millón de
pesetas en garantia, de cuyo pago, intereses al 6 por 100 anual y
300.000 pesetas que se fijaron para costas y gastos, constituyó
hipoteca sobre dos fincas de su propiedad. sitas en San Cugat
del Vallés, que se describían y entre las que se dividía la hipo­
teca;

Resultando que presentada primera. copia de la anterior escri­
tura en el Regí stro de la Propiedad de Tarrasa. fué calificada
con la siguiente nota: ..Suspendida la inscripción del documen­
to que precede, por no acreditarse la autorización del Instituto
Español de Moneda Extranjera, exigida por la Ley de Delitos
Monetarios de 24 de noviembre de 1938, Decreto de 24 de noviem­
bre de 1939, Orden Circular de la Dirección General de Regis­
tros y del Notariado de 30 de julio de 1947 y resolución ·del Ins­
tituto Español de Moneda Extranjera de 28 de mayo de 1954, y
otras complementarias; toda vez que el acreedor hipotecario, de
nacionalidad francesa, si bien se. dice es residente en Barcelona,
su tarjeta de residencia es de fecha 25 de octubre de 1968. menos
de tres meses anterior a la fecha de la escritura, 24 de enero
de 1969, diciéndose en ésta que la deudora reconoce adeudar un
millón de pesetas que tiene recibidas con anterioridad a la es­
critura, debiendo por tanto justificar el recipo -de dicha can­
tidad en la forma prevenida en el caso al de la citada resolución
del Instituto citado. Se califica este defecto como subsanable. no
tomándose anotación preventiva por no solicitarse,,;

Resultando que el Notario autorizante del instrumento inter­
puso recurso gubernativo contra la anterior calificación y alegó:
Que presentado con anterioridad el documento y considerada
por el Registrador como subsanable la falta de autorización del
Instituto Español de Moneda Extranjera. se solicitó del mismo
practicase el asiento temporal que establece el párrafo tercero
del articulo 98 del Reglamento Hipotecario. y no accediéndose a
ello se presentó con posterioridad, de nuevo, el documento cali­
ficado, que dió lugar a la nota cOntra la que ahora se recurre;
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que las disppsicion8$' dictadas para extranjeros. ampliadas, por
obvias razones de anaJogia a' los'~s que residan fuera
del país. no son aplicables a los exttanjen)S residentes en Espa.­
ña que consuman la moneda generada en .ausrelacJ.ones civiles
en el interior del territoriO' nacional, sin que tengan limitación
o restricción alguna en el vippte régimen jurfdico ini.ciado con
el plan de estabilización econólnica· y continuado con' los planes
de desa-rroUoee0n6mico-social. y que la condición de extranjero
residente depende' del Ministerio de la Gobernación que, tras
determinado tiempo de' pQ;rmanenCÚl en el país. la concede por
un plazo de dos- años prorrogable en forma similar a los pasa..:
portes y queda acreditada por el plazo de vigencia de la tarjeta.
que no contiene indicación alguna respecto al tiempo que cubre;

Resultando Q.ue· el Registrador informó:, Que en los recursos
gubernativos sólp pueden ser discvtidas las cuestiones relacio~
nadas directa e inmediatamente con' la caUficaCión. sin que en
el presente caso sea 'aplicable 10 dispuesto en el párrafo tercero
del articulo 98 del Reelamento HipOtecario. ya que. pese a lo
que dice el recurrente. el asiento a que se refiere no fué Lopar­
tunamente solicitado; que· manüeue su calificación por los fUn­
damentos señalados -en la nota. especialmente la resolución del
Instituto E~ol de M;oneda Extranjera de 28 de mayo de 1954.
según la cual. en el caso a que se- 'referfa-. era necesaria su auto­
rización.·POrcuanto debía: coIllProbarse el precio.CQIlfesado reci­
bido con anterioridad. acIaran4-o el ori.cen, y _Circunstancias- de
la deuda. contrafda: que _resulta :~traAo Que no _se sólicitase la
indicada autotizaci6n. dt.da'slas f&di1idat;les. existentes para pe­
dirla y conced~; que Ia tarjeta.de residencia del prestamista
lleva fecha' tres meses an.ter1~ .1 otOtgaliUento de la escritura.
y habiéndose entregado el préstamo -preViamente a la formaliza­
ción de la hipowc.a.. eranecesa.rio. ~de acuerdo con la mencio­
nada resolución del Instituto Espaf101, 'de Moneda - Extranjera,
acreditar que dicha residencia era cierta en el momento de -re­
cibir dicho capítal~ extremo que hubiese sido fácil justificar con
certificación del Organismo competente, '1 que el recurrente no
cHa disposiciones leple.s en apoyo d.e· su tesis y el.Re.istrador
debe atenerse en su calificación alas normas vigentes que no
hayan Sido derogadas por otras postenores; .

Resultando que el Presidente de la audiencla revocó la nota
del Registrador ccmtorme a .Icif s1gi:uentea !r&ZOnamientos: Que es
principio genera1del ~tuaI>DeNcho Internacional la igualdad.
jurldica de áaclonalesy- extranJtI'OB¡ que esta igualdad no se
basa· en el,o,recho Romano, o. Medieval,. sbio que· arranca de· la
época de la COdificación y es- C'OIlseeuencia de la· natural evolu~
ción jurídica, en la que ha j\Igadopape-1 importante la, doctrina
de los más prestigiosos tra'@.custas;qUeelartieulo..21delCódigo
Civil consagra el'prlnc1pio de igualdad. jur1dica de nacionales y
extranjeros. el cual 8610 admitirá excepCiones concretas, sin que
pueda ser interpretado restrictivamente, que en el mismo criterio
igualitario se'inspil'a el aruculo.15 del CódigO de Comercio,' tan­
to en cuánto a particulareseomo a personasjurfdi~s- extranjeras
'dedicadas a actividades· mercantiles en suelo españ91, estable­
ciendo a su vez un ntdimentario sistema' para la resolución de
los conflictos, ,de, Leyes que- puedan surgir en la esfera comer­
ciai; qlle el sent1qoexpanSivo ,que Informa el precitado articu­
lo 27 del Códlcó Civil inclina a interpretar con -suavidad y .ge­
nerosamente Iloratu funitativU anteritn"eB que por razones oca­
sionales al tiempo'4e su promulgación ~lamaban inicialménte
uria aplicación lIlAsrigida; que en el-eampo amplio y fecundo de
la contratación, BUp'rlores intereses. públicos concretados al or­
den monetario hicierop.~,Iapromulgación de ciertas nor­
mas ,de diversos Cf1-~ter y profUndidad, restrictiva de la capa­
cidad de 1()S --extr&l!jeros. y a este designio obedeció la Ley -de
·24 de noviembn. .del'" .•. eilét:g1ct).' dlspo.sttiVo proteccionista de
n\l6stramorieda,: ,enciI'ClíllfJUlÓf;ia$ ditiCiles, del que emana la
prevía autoriac.ióll dél. InaUlutoEspdol de Moneda Extranjera.
para los préstamos ~ p__ ,~pqQspor extranjeros, segú,n
el articulo l,cnúmero 17, y:~la adquisición de inmueble§J,
también para-eJ¡tranjeros,-·JftGdiaJite.pago del precio en pesetas,
conforme alluifcWo 18 del mismá·precepto, pero estas prescrip­
cíones, muy atenuadas en la. actua.lidad como consecuencia de la
politica de mayor libEiralidad'Y -del feliz resultado obtenido en el
desarrollo del. plan de establlización -como se recoge en las, re­
soluciones de aquel Instituto'de. 19 dé. julio y 28 de agosto de 1961.
transcrita esta últiIna, en· la Ci1<cuJar de 1& Dirección General de
los Registros- y del Notariado:· de 10 de octubre d~;} propio año­
no afectan al extranjero residente· en E$paña, pues éste, en el
aspecto de la ~tiva proteccionista de nuestra moneda, goza
de una libertad. 'de'tontratadón no. interferida en lo que se exa­
mina.por e~ncla de autloi'izaétcmes~ razón por la cual puede
adquirir inmuebles rústioogy~as.y otorgar préstamos a
residentes en Esttañasin ,!:\utórit.aciónltel expresado Instituto Ea­
pañol· de Moned&-btranJ~queconeeptuáda la residencia -a
tales efectos como la surgida envittud de la discrecional aUto'ri.~

zación gubeniaUv" -.:..sepn -se,.,~ del:Re&1 :Decreto de Ex­
tranjería de 11 de noviembre de 1852, en sus articu10s cuarto y
quinto. que se obtiene'por e-l·exttatl}ero Qiediante solicitud es­
crjta óuandopretend.a¡;coutinuar enEl-p&fia más allá de la per­
manencia tempOral' cubierta .por.. supaaaporte con visado de
presentación,. conforme a' loea.rtioWos; 13, 14 Y 11 del Dec:ooto
de 4 de octu'Qre:del935, tefOl1l1lMió; en- cuanto al artículo i1 por
el Decreto de 2 de Julio de 1~. tendrá que entenderse para
decidir el trato Jurldico aplicable a unextr&njero, que es resi­
dente el que:ha'obt&tlidoav:tori~gubéril.ativay, en conse­
cuencia, su.poner en .ele-xtranjlft'O-:con '1Il citada autorización de
residencia una .Clapaeidad no ,restrinBida en el orden examinado

de la interferencia estatal en el tráfico privado. regla. que. por
la naturaleza de excepción propia de las restricciones, par el ca~

rácter e-xpansivo del principio de igualdad de trato jurídico y
por el designio de favorecer la libertad de relacIones y la efica~
da de los actos conduce, sin vacilaciones• .a una plena aplica­
ción al extranjero, con autorización de residencia, del régimen
previsto para los nacionales. aplicación que cederá- en favor
de la norma ·restrictiva cuando conste que la operación financie~

ra se realizó en época o bajo una condición jurídica del extran~

jero que requerían el control dei Instituto Español de Moneda
Extranjera; que dentro de los cauces más idóneos y eficientes
para negar a una certera interpretación y aplicación de los car­
dinales preceptos atinentes al supuesto debatido, no puede omi­
tirse que el Tribunal Supremo,' que 'se remite con mucha fre~

euencia a la interpretación teleológica, ba afirmado especial~

manteen la sentencia de 28 de noviembre de 1929 que ..si la
Justicia ha de administrarse recta y cumplidamente no ha de
atenderse tanto a la observancia, estricta y literal del texto del
precepto legal como a su indudable espíritu. recto sentido y
verdadera finalidad~... usándose por, el Juzgador de una ada';
cuada y justa flexibilidad de criterio que le permita acomodar­
se a las circunstancias especiales del caso; que en la misma 11~

nea, la sentencia de 27 de junio de 1941 dice que ..no es recomen­
dable en' caso alguno enCerrar la interpretación dentro de los
limites estrechos del elemento literal, sin contemplar y contro­
lar resultados mediante ei empleo de los demás elementos racio­
nales.- históricos y sistemáticos que han deponer en claro el ver~

dadeto espíritu y alcance de la norm..; y que más recientemente
el propio Alto Tribunal en sentencia de 24 de enero de 1970 man­
tiene el m~smo criterio insistiendo en la necesídad de que al
elemento gramatical y lógico se agregue en la interpretación el
elemento sociológico, integrado por' 'toda una serie de factores
-ideológicos, morales y económicos- que revelan y plasman las
necesidades y el espíritu de la comunidad en cada momento his~

tórtco:
Vistos los artículos 27 del Código Civil, 15 del Código de Co­

mercio, la. Ley de 24 de enero de 1938, los Decretos de 17 d.e no­
viembre de 1B52, 4 de octubre de 1935. 24 de noviembre de 1939,
2 de jUlio de 1954 y 27 de julio de 1968 y las Resoluciones' y Circu­
lares del InsUtuto Espadol de Moneda Extranjera de 28 de mayo
de. 1954, 19 de julio'y 28 de agosto de 1961 y 7 de agosto de 1968:

Considerando que autorizada una escritura de préstamo con
garantía hipotecarla, tres meses después de qu~ al acreedor hipo~

taca-rio -de nacionalidad extranjera- se le concediese por el
Ministerio de la Gobernación la tarjeta de residente en "España,
y confesándose en la mencionada escritura que la cantidad pres~
tadase había recibido con anterioridad al acto de otorgamiento,
la cuestión que plantea este recurso consiste en determinar si
será o no necesario . para inscribir la mencionada hipoteca la
autorización del Instituto de Moneda Extranjera aprobando el
acto de acuerdo con lo dispuesto en la Ley de balitos MonetarIos
y en el artículo 5 y 1 del Decreto de 24 de noviembre de 1939;

Cortsiderando que tanto el artícuio 27 del Código Civil-como el '
15 del Código de Comerció establecen el principio genera.l de que
los extranj~roB gozan en España de los· mismos derechos civiles
que los ·espafloles. saJ.vo que en Tratados o en Leyes especiales se
haya d,ispuesto que para determinados actos esto no tenga
lugar, excepciones que en cada caso o supuesto habrán de ser
interpret4das para su aplicación siempre teniendo en cuenta el
principio generai y ei alcance que por el legislador se haya que­
rido dar al caso singular contemplado;

Considerando que la Ley de Delitos Monetarios de 24 de no~

viembre -de 1938 y ei Decreto de 24 de noviembre de 1939 exigen
para la realización de los actos enumerados en estas 'disposicio~
nes legales la autorización del Instituto Español de Moneda Ex­
tranjera, lo que propiamente no viene a constituir una excepción
al principio general de igualdad antes indicado. puesto que su
contenido afecta lo mismo a españoles que a extranjeros, ya que
10 que cualifica la especial situación de sometimiento a estas
disposiciones legales .l3s la residencia o no dentro del territorio
español y no ia condición de nacional;

Considerando de todo io expuesto que al faltar uno de Jos
presupuestos esenciales para que ei acto realizado quede incluído
dentro de los que debenaolicitar la autorización del Instituto
Español de Moneda, no paret:e necesaria su obtención, máxime
cuanto toda disposición prohibitiva o limitativa ha de procurar
interpretarse en sus ·justos -términos y no en forma extensiva,
lo que supondría ampliar· su campo de aplicación a supuestos
no comprendidos en el texto legal, pero dado que se alega por
el funcionario calificador la posibilidad de qu,e por la· proxi~

midad en el tiempo pudiese ser necesaria la mencioJ:!.adaautori~

zación, tal y conforme apuntó ia resolución del mismo de 28 de
mayo de 1954, convendrá examinar esta última cuestión por si
ello pudiese influir o alterar lo hasta ahora indicado;

Considerando que la condición de ~sidente, regulada en los
Decretos de 4 de octubre de 1935 y 2 d-ejulio de 1954. se concede
por· el Ministerio de la Gobernación a virtud de solicitud del
extranj~ro que prctcnd8 continuar en España más allá de la per­
manencia.. temporal cubierta por (;:1 visado de su pasaporte y su­
pone la plena aplicack;n al extranjoro del régimen previsto para
los mismos, sin que pl.lcda. en base a conjeturas que no se han
traducido en una pruelm.PQsitiva de que asS.~ha sucedido, apli­
cársele un régimen de control por parte del Instituto Español de
Moneda Extranjera dol que en principio se encuentra excIuído
por las propias disposiciones de la Ley de Delitos Montarios.
y a mayor abundamiento hay que tener también presente los
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llamados Decretos de liberalización de 1959, que dulcificaron
en esta materia el rigor hasta. entonces existente sobre la cues·
tión,' y que el propio Instituto Español de Moneda Extranjera
lo manifiesta cuando en' su Circular número 248, de 7 de agosto
de 1968, dictada para la. Banca delegada, establece los casos· en
qua se considera a una persona residente o no residente para
sólo a estas últimas aplicar el régimen de excepción.

Esta DireccióJ;l General ha acordado confirmar el auto apela-
do que revocó la- nota del Registrador. .

Lo' que', ,con devolución del expediente original, comunico
a V. E. para su 'conocimiento y efectos.

Dios guarde a V, E muchos a1:105. "
Madrid, 7 de junio de 1972.-El Director general, Francisco

Escrivá de Romaní.

Excmo. Sr. Presidente de la Audiencia Territorial de Barcelona.

MINISTERIO DE MARINA

ORDEN de 2 de junto de 1972 por la. que se Jiis­
pOM el cumplimiento de la sentencia de la Sala
Qulnta del. Tribunal. Supremo, dictada con fecha
22 de abril de 1972 an· al recurso contencioso-admi­
ntsttatívo interpuesto por. el Letrado don Rafael
Pavía Casttllo~Portugar, en llOmbre :Y representa~

ción de doña ElVir. _.Iglesias de Ussel y Ltzana
'JI ttes más.

En el recurso contencioso-adlllinistrativo interpuesto por el
Letrado don Rafael Pavia Castillo-Portugar, en nombre y re·
presentación de doda Elvira Iglesias de Ussel y Lizana y tres
más, la Sala Quinta del Tribunal Supremo ha dictado sen­
tencia con fecha 22 de abril de 1972, cuya parte dispositiva es
como sigue: .

..Fallamos: Que .con desestimación dw. recurso contencioso­
administrativo interpuesto por el Letrado del Colegio de Ma­
drid don Rafael Pavia CastU1o~Portugar, ostentando ·la repre­
sentación procesal de doña Elvira Iglesias de Ussel y Llzana,
doña Rosario Miró Bergado, doña Matilde de los- Remedios
Vez Garcla y don Enrique Pomares Pérez, contra el acto admi~
nistrativo presunto del Ministerio de Marina- desestimatorio,
en aplicación de la doctrina del allenc10 administrativo, de la
petición sobre abono de retríbuclones formulada por los r~­
rrentes. declaramos que dicha resolución presunta se halla
ajustada & Derecho y en su ~tud absolvemoS· de la demanda
a la Administración; sínhacer expresa imposición a ninguna
de las partes de las _costas del recurso.~

y aste Ministerio, de -conformidad con lo declarado en el
preinserto -fallo, ha tenido á bien disponer se cumpla -en sus
propios términos.

Madrid, 2 de iu~io de 1972.

BATURONE

MINISTERIO DE HACIENDA

ORDEN· de 23 de febrero de -1972 'por la que se
dispone S6 cumpla en SUB propios términos la sen~
tencia dictada por la Sala Tercera del Tribunal Su­
premo en el pleito número 11.81.9. promovido por
don Rafael Ruiz de los Ríos contra acuerdo del
Tribunal Económico Administrativo Central de
24 de septiembre de 1988, relativo al Impuesto ln~
dustrial, Cuota de Beneficios.

Ilmo. Sr.: Visto el recurso ~ontencioso-administrativonúme~
ro 11.619. interpuesto por don Rafael Ruiz de los Ríos contra
resolución del Tribunal Económico Administrativo Central de
24 de septiembre de 1968, referente al.Impuesto Industrial, Cuo­
t~ de Beneflci~s. la Sala Tercera del· Tribunal Supremo ha
d~c:tado sentenCIa- en, 4 de febrero de- 1972, cuya parte dispo­
SItIva es del tenor siguiente:

..Fallamos: Que debemos declarar y declaramos inad~isible
por inc?mp11mi~n~~ del· requisito del previo pago. el recurso
contenCIoso-admInIstrativo interpuesto .por el ProcuradOr don
Alfonso de Palma González, en nombre de don Rafael Ruiz de
los Ríos, contra resolución del Tribunal Económico Adminis­
trativo Central de 24 de septiembre de 1968 referente al Im­
puesto Industrial. Cuota de Beneficios, éjerc1cio ·1963' sin. hacer
especial imposición de las costas procesales.. '

No existiendo ninguna de las ausas de suspensión o ineje­
cución estableCidas ",n el. articulo 105 de la Ley Reguladora
de ]a Jurisdicción 'Contencioso-Administrativa,

Este Ministerio acuerda que el preinserto fallo sea cumplido
en sus propios ténninos.

Lo digo a V. I. para su conQciO'Úento y efectos com.iguientes.
Dios guarde a V. l. muchos aftas.
Madrid, 23 de·febrero de 1972.-P. D., el Subsecretario, Juan

Rovira Tarazona.

Ilmo. Sr. Director general de- Impuestos.

ORDEN de 20 de marzo de 1972 por la que se dis­
pon? el cumplimiento de la sentencia del Tribunal
Supremo dictada en 14 de febrero de 1972 en el
recurso contencioso-administrativo número 18.582/
1970, interpuesto contra resolución del Tribunal
Económico-Administrativo Central por don Luis
Barreiro Rodrtguez.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo núme~

ro 18.582/1970, interpuesto por don Luis Barreiro Rodríguez
contra resolución del Tribunal Económico-Administrativo Cen­
tral de 21 de mayo de 1970, sobre Impuestos de Lujo. la Sala
Tercera de lQ Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo
ha dictado sentencia en 14 de febrero de 1972, cuya parte
dispositiva dice así:

..Fallamos: Que desestimando íntegramente el recm'so nú~

mero 18.582 de 1970, interpuesto por don Luís Barreiro Rodri~

guez contra acuerdo del Tribunal Económico-Administrativo
Central de veintiuno de mayo de mil novecientos setenta. sobre
exención del Impuesto de Lujo, debemos confirmar y confir­
mamos djcho acuerdo por estar ajustado a derecho, sin ex­
presa impesición de costas en este recurso.~

De conformidad con el anterior fallo, este Ministerio. en
cumplimiento de lo establecido en el artículo 105 del texto
refundido de la Ley de lo Contencioso-Administrativo de 27 de
diciembr-e de 1956, ha tenido a bien disponer la ejecución de
esta sentencia en sus propios términos.

Lo que comunico a V. l. para su conocimiento y demás
efectos.

DIos guarde a V. L muchos años.
Madrid•. 20 de marzo de 1972.-P. D., el .Subsecretario, Juan

Rovira Tarazana. .'

1I.mo. Sr. DinOlctor general de Impuestos.

ORDEN de 3 de mayo de 1972 por la que se acuerda
la ejecución en sus propios términos de la senten­
cia dictada en 31 de diciembre da 1971 por el Tribu­
nal Supremo de Justicia en el pleito número 14<000/
1969, interpuesto por la Comunidad de Regantes del
Valle Inferior del Guadalquivir contra resolución
del Tribu7ull':Económtco-Admintstrativo Central de
fecha 30 de abril de 1969. -

nmo. Sr.: Visto el testimonio de la sentencia dictada en 21
de diciembzre de 1971 por la Sala Tercera del Tribunal Supre­
mo, en recurso contencioso--administrativo número 14,050/69 in~

terpuesto por la Comtinidadde Regantes dei ValleInferio~ del
Guadalquivir, contra resolJ,lc1ón del Tribunal Económico Admi4
ni$trativo Central de 30 de abril de 1969, en relación con el
acuerdo de la Dirección General de Obras Hidráuli-cas de 4 de
noviembre de 1966, que aprobó la tarifa de riego para el
año 1966, y . ,

Resultando que concurren eil este caso las circunstancias
previstas en al párrafo quinto del artículo 105 de la Ley de 27 de
diciembre de 1956,

Este Ministerio ha tenido a bien disponer la ejecución, en
sus propios términos, de la referida sentencia. cuya parte dis-
positiva es como sigue: -

..Fallamos: Que en recursocontencioso~adininistrativointer­
puesto por la Comunidad de Regantes del Valle Inferior del
Guadalquivir, contra la Administración General del Estado, de­
bemQs declarar y declaramos: Primero. la desestimación de la
inadmisibUidad opuesta por la Abogac:1a del Estado. Segundo,
la desestimación de cuantas pretensiones se formulan en el es~
ctito de demanda .por estar ajustado a derecho el acuerdo que
dictó el treinta de abril de inil- novecientos sesenta y nueve el
Tribunal Económico Administrativo Central respecto de la re­
solución de la Dirección General de Obras Públicas de CUatro
de noviembre de mil novacientos sesenta y seis; sin expreso
pronunciamiento an cuanto al pago de las costas procesales...

Lo digo a V; L para su· conocimiento y efectos ·consiguientes.
Dios guarde a V. l. muchos años.
Madrid. 3 de mayo de 1972.-P, D,. el Subsecretario, Juan

Rovira Tarazana. '

Ilmo. Sr. Director general de Impuestos.


